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a la naturaleza de la resolución recurrida ni que se
encuentra dentro de alguno de los supuestos por los
que el art. 93 LJ permite recurrirla en casación—, la legi-
timación del recurrente y temporaneidad de la prepa-
ración, omitiéndose, en consecuencia, la sucinta expre-
sión de los requisitos mínimos, exigidos en el art. 96.1
para poder tener por preparado el recurso de casación».

Sin embargo, y a la vista del testimonio de las actua-
ciones, constatamos que el escrito de preparación del
recurso de casación presentado por la demandante
desarrolla su contenido en dos folios por las dos caras,
cuyas páginas núm. 1 y 3 son el anverso, y las 2 y 4,
el reverso. Precisamente en la página núm. 2 la recurren-
te se detiene en argumentar sobre «legitimación» —punto
1—, «plazo» —punto 2—, y «posibilidad del recurso» —pun-
to 3—, en el que se alega sobre la susceptibilidad de
recurrir en casación la Sentencia discutida-. La página
núm. 3 recoge el punto 4, relativo a «motivos del recur-
so», que sí tuvo eco en la trascripción que del men-
cionado escrito se hizo en la Sentencia del Tribunal
Supremo.

4. De lo expuesto se evidencia que al resolver el
recurso de casación de la peticionaria de amparo el Tri-
bunal Supremo no tuvo en cuenta, por haberlo inad-
vertido, el contenido de la página núm. 2 del escrito
de preparación del recurso de casación. A la vista de
las actuaciones no puede discutirse que la recurrente
había presentado un escrito de preparación de cuatro
páginas, así como que su página núm. 2 estaba dedicada
—de forma expresa y puntualizada— a argumentar sobre
determinados presupuestos de admisibilidad del recurso,
argumentación ésta que fue la que se echa de menos
y se da por omitida en la resolución judicial. Estamos,
pues, ante una percepción judicial contraria a la fuerza
de los hechos, ante un error manifiesto, flagrante e incon-
trovertible. Tal error tiene una significación exclusiva-
mente fáctica, como quiera que se detecta inmediata-
mente y sin esfuerzo por cualquier intérprete, sin que
sea menester el apoyo en valoración o consideración
jurídica alguna. Por otro lado, no existe el mínimo indicio
de que la parte haya contribuido al yerro con una con-
ducta impropia, por lo que el error es exclusivamente
atribuible al órgano judicial, y, a tales efectos, resulta
innecesaria mayor indagación o conjetura sobre las con-
cretas circunstancias causales o coadyuvantes de la inad-
vertencia padecida.

En fin, la decisión judicial de no conocer sobre el
fondo de la cuestión tiene como premisa única y exclu-
sivamente, no meras inexactitudes, sino una notoria equi-
vocación de tal importancia que hace perder su sentido
a la Sentencia, hasta el extremo de que no es posible
adivinar el alcance de la resolución caso de no haberse
incurrido en el error, todo ello con la negativa conse-
cuencia para la entidad demandante de que se ha visto
privada de su derecho a que una Sentencia contraria
a sus intereses fuera revisada por el Tribunal Supremo
en los términos previstos por la Ley para el recurso de
casación. Todo ello implica que la resolución judicial
impugnada no sea expresión del ejercicio de la justicia
que garantiza el art. 24.1 CE, sino una mera apariencia
de ésta (STC 150/2002, de 15 de julio, FJ 2), con lo
que el error detectado adquiere relevancia constitu-
cional.

5. Los anteriores razonamientos nos conducen a
considerar que la Sentencia de 24 de julio de 2000
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo ha vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva de la demandante, en su vertiente de derecho
de acceso a los recursos, por lo que procede que este
Tribunal ampare ese derecho y anule la Sentencia impug-
nada, ordenando que se retrotraigan las actuaciones al

momento anterior al pronunciamiento de aquella reso-
lución judicial, a efectos de que el órgano judicial se
pronuncie sobre la concurrencia de los requisitos pro-
cesales del recurso de casación (art. 117.3 CE), liberado
del lastre del error patente padecido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Inmobiliaria Adarra,
S.A.», y en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho de la
recurrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 CE).

2.o Restablecerla en la integridad de su derecho,
y a tal fin anular la Sentencia de 24 de julio de 2001
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, Sección Quinta, retrotrayendo las actuaciones
del recurso de casación al momento anterior al pronun-
ciamiento de Sentencia indicada, a fin de que se dicte
una nueva resolución conforme con el contenido del
derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de febrero de dos mil tres.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

4490 Sala Segunda. Sentencia 27/2003, de 10 de
febrero de 2003. Recurso de amparo
5375-2000. Promovido por don Ángel Her-
nández García frente a los Autos de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo en Granada
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
que acordaron el archivo de su recurso contra
la Junta de Andalucía sobre multa por infrac-
ción de puertos.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
demanda por personación anticipada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5375-2000, promovido
por don Ángel Hernández García, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Carmen Vinader
Moraleda y asistido por el Letrado don Gonzalo Martínez
de Haro, contra los Autos dictados el 22 de mayo
de 2000 y el 19 de septiembre de 2000 por la Sección
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Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Gra-
nada, en el recurso núm. 1072-2000. Han intervenido
el Ministerio Fiscal y el Letrado de la Junta de Andalucía,
en representación y defensa de ésta. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pablo Cachón Villar, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El día 13 de octubre de 2000 se presentó ante
este Tribunal por la Procuradora Sra. Vinader Moraleda,
en nombre y representación de don Ángel Hernández
García, un escrito promoviendo recurso de amparo con-
tra las resoluciones judiciales de que se hace mérito
en el encabezamiento de la Sentencia.

2. Los hechos de los que trae causa el recurso de
amparo son sustancialmente los que a continuación se
exponen:

a) Don Ángel Hernández García, ahora demandante
de amparo, interpuso recurso contencioso-administrati-
vo, formulando la correspondiente demanda el 15 de
diciembre de 1999, contra la Resolución de 5 de octubre
de 1999 de la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes de la Junta de Andalucía, en la que se acordaba
imponer a aquél una sanción de multa de 350.000 pese-
tas así como la obligación de restituir las cosas a su
estado anterior, con posibilidad de ejecución subsidiaria
a su costa, al haber incurrido en una infracción muy
grave del art. 116.c de la Ley 27/1992, de 24 de noviem-
bre, de puertos del Estado y de la marina mercante.

b) Correspondió el conocimiento de la demanda al
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 9 de
Madrid, el cual declaró su incompetencia objetiva y terri-
torial mediante Auto de 21 de enero de 2000, que fue
notificado al demandante el 2 de febrero. La parte dis-
positiva del Auto es del tenor literal siguiente: «Decido:
declarar la incompetencia objetiva y territorial de este
Juzgado para conocer del recurso interpuesto y remitir
las actuaciones a la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía por
si estimara fueran de su competencia, estándose en todo
caso a lo que dicho Tribunal resuelva, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 7.3 de la LJCA; y sirviendo
la presente resolución de exposición razonada. Contra
la presente resolución cabe recurso de súplica, que podrá
interponerse ante este Juzgado dentro de los cinco días
siguientes a la notificación. Firme que sea esta reso-
lución, previo emplazamiento de las partes por término
de treinta días, llévese a cabo la remisión acordada».

c) El demandante interpuso recurso de súplica con-
tra la anterior resolución judicial, mediante escrito de
9 de febrero de 2000. El Juzgado desestimó el recurso
por Auto de 28 de febrero de 2000, disponiendo que,
«firme que sea esta resolución, previo emplazamiento
a las partes por término de treinta días, remítanse las
actuaciones a la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, por si
estimara fueran de su competencia, estándose en todo
caso a lo que dicho Tribunal resuelva de conformidad
con lo dispuesto en el art. 7.3 de la LJCA». Esta última
resolución se notificó a la representación del deman-
dante por cédula de 8 de marzo de 2000.

d) En la expresada fecha de 8 de marzo el deman-
dante, mediante Procurador, presentó escrito ante la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, en el que mani-
festaba y suplicaba lo siguiente: «Que a través del pre-
sente escrito, y dentro del término de emplazamiento
concedido por Auto del Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. 9 de Madrid, cuya copia se adjunta

como Doc. núm. 2, me persono en nombre de quien
comparezco, D. Ángel Hernández García, a fin de hacer
uso de su derecho. En su virtud, suplico a la Sala que,
habiendo por presentado este escrito, con el poder y
documento que se acompaña y copias respectivas, se
sirva admitirlo, tenerme por comparecido y parte en la
representación que ostento, entendiéndose conmigo el
resto de las diligencias y traslados, por ser así de Ley
y de Justicia que respetuosamente pido».

e) La Secretaría del precitado Juzgado de Madrid
dictó diligencia de ordenación en fecha 22 de marzo
de 2000 —notificada al demandante el 27 de marzo—
que, en lo que interesa al presente recurso, dispone lo
siguiente: «Siendo firme el Auto de fecha 28.2.00 y noti-
ficadas las partes, emplácese a las partes a fin de que
en el plazo de treinta días, contados desde la notificación
de esta resolución, puedan comparecer ante el Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía para hacer uso de
su derecho y, una vez verificados los emplazamientos,
remítanse las actuaciones al citado Tribunal, dejando
nota de ello en los libros correspondientes».

f) Mediante escrito presentado el 23 de mayo de 2000
en la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla,
el demandante interesó de este órgano judicial la amplia-
ción del recurso a otras resoluciones administrativas pos-
teriores, que acuerdan la ejecución de la Resolución san-
cionadora impugnada, postulando asimismo la suspen-
sión cautelar de dicha ejecución.

g) Por Auto de 22 de mayo de 2000 la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, sede de Granada, Sección Segun-
da, acordó aceptar la competencia para el conocimiento
del recurso y dispuso el archivo de las actuaciones con
el siguiente fundamento: «Que el procedimiento es de
orden público y los plazos han de observarse en rigor
tanto por las partes como por los Tribunales, sin que
su observancia pueda quedar al arbitrio de aquellos o
de estos, y, habiendo dejado transcurrir para personarse
en Autos las partes en este recurso el término que les
fue concedido, deben soportar las consecuencias de
su[s] conductas».

h) El demandante interpuso recurso de súplica con-
tra dicho Auto, interesando «[se] acuerde dejar sin efecto
el mismo, ordenando la prosecución del recurso y la
competencia para su conocimiento del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid». En el escrito del recurso de súpli-
ca —y en lo que interesa a los fines del amparo ahora
postulado— se hacía constar la personación efectuada
ante la Sala de Sevilla el 8 de marzo así como el escrito
presentado ante la misma el 23 de mayo, acompañán-
dose sendas copias selladas de ambos, y se decía lo
siguiente: «Efectivamente, tal y como se señala en el
Auto recurrido, los plazos son improrrogables y no puede
dejarse su cumplimiento al arbitrio de las partes, pero
no habiendo dejado transcurrir el mismo (tal y como
se acredita con los documentos acompañados), sino
habiéndolo cumplido ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo equivocada, entendemos no sólo despropor-
cionado sino contrario al art. 24 de la Constitución Espa-
ñola el archivo del recurso contencioso administrativo
interpuesto».

i) El recurso de súplica fue desestimado por Auto
de 19 de septiembre de 2000. Se argumenta lo siguiente
en el razonamiento jurídico primero de esta resolución:
«El primer motivo impugnatorio del Auto dictado por
la Sala se sustenta en la estimación de que ésta ha
efectuado una rigurosa interpretación formalista para lle-
gar a la conclusión de archivar las actuaciones del recur-
so por no haber comparecido el recurrente ante dicha
Sala y haberlo hecho, en cambio, erróneamente ante
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la de Sevilla. Sin embargo tal alegato no puede prosperar,
pues lo que determinó a la Sala a dictar el auto de archivo
no obedeció a dicho error (que en todo caso fue pro-
piciado por la imprecisión de la diligencia de ordenación
dictada en fecha 22 de marzo de 2000 por el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. 9 de Madrid, en
la que se acordaba el emplazamiento de las partes ante
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, pero sin
especificar ante cuál de sus tres Salas debió hacerse)
sino al hecho de no haberse personado ante alguna de
dichas Salas dentro del plazo de los treinta días con-
cedidos para ello; sin que pueda admitirse como válida
la personación efectuada ante la Sala de Sevilla el día
8 de marzo, es decir, antes de que se efectuase el referido
emplazamiento, pues como se decía en el auto recurrido
los plazos han de observarse con rigor, y por tanto las
actuaciones procesales de las partes han de efectuarse
en el momento oportuno y no cuando se crea con-
veniente».

3. El recurrente dedujo recurso de amparo ante este
Tribunal Constitucional, invocando la vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Afirma,
al respecto, que las resoluciones judiciales impugnadas
han impedido la efectividad de su derecho de acceso
a los órganos judiciales en defensa de sus intereses legí-
timos, lo que es debido a que «la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Sección Segunda, del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía ha aplicado no sólo
de forma extremadamente rigurosa los requisitos for-
males, sino que se alega una causa de inadmisión del
recurso contencioso administrativo del todo inexistente,
causando... grave indefensión».

El Auto de 21 de enero de 2000 del Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. 9 de Madrid, según
el recurrente, emplaza a las partes a comparecer ante
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y —aunque
su alusión a la firmeza puede inducir a error— dicho
Auto, conforme al art. 79.1 LJCA, «es ejecutivo, y efectivo
el término de emplazamiento que comienza a contar
desde su notificación», como ejecutivo también lo es
el Auto confirmatorio del anterior, dictado por el Juzgado
a 28 de febrero de 2000. Pues bien, el día 8 de marzo
de 2000, último del término concedido por el Auto de
21 de enero de 2000, y el mismo de la notificación
del Auto confirmatorio, el demandante se persona ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla. Así
pues, se persona «en el término de emplazamiento, que
entendió que se le concedía en el Auto de 21 de enero
de 2000, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía». Esta per-
sonación equivocada «es un defecto procesal inducido
por el propio Juzgado de Madrid, en el que no se espe-
cificaba a qué Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía se remitían
las actuaciones, pero que, desde luego, no podía ser
merecedor de la pena más grave, y así se puso en cono-
cimiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
Granada, a través del oportuno recurso de súplica». Aña-
de el recurrente que «efectivamente, tal y como se señala
en el Auto recurrido, los plazos son improrrogables y
no puede dejarse su cumplimiento al arbitrio de las par-
tes, pero no habiendo dejado transcurrir el mismo... sino
habiéndolo cumplido ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo equivocada, entendemos no sólo despropor-
cionado sino contrario al art. 24 de la Constitución Espa-
ñola, el archivo del recurso contencioso administrativo
interpuesto».

Afirma igualmente el recurrente que «el acuerdo de
archivo impugnado de fecha 22 de mayo de 2000 se
sustenta y fundamenta en el hecho de haber dejado
transcurrir el plazo de personación, y se señalaba en

su antecedente de hecho que el mismo se realizó por
Auto de 21 de enero de 2000 del Juzgado de Madrid...;
sin embargo, la desestimación del recurso de súplica
se sustenta y fundamenta en que no puede considerarse
válida la personación al haberse realizado antes de que
se efectuase el emplazamiento» Y señala que «este cam-
bio radical de la fundamentación del acuerdo de archivo
ya provoca por sí mismo absoluta indefensión», porque
el recurrente «impugnó una decisión judicial basada en
la falta de personación por haber dejado transcurrir el
término del emplazamiento concedido por Auto de 21
de enero de 2000 del Juzgado de Madrid, y el órgano
jurisdiccional, resolviendo el recurso de súplica, modifica
el fundamento de su decisión de archivo y lo basa en
un hecho radicalmente contrario: la personación inválida
por haberse realizado antes de ser concedido el término».

Entiende además el recurrente que si ya se había
personado en el término concedido por Auto de 21 de
enero de 2000 ante la Sala de Sevilla, no cree oportuno
realizar una «segunda personación» o «repersonación»
cuando se le notifica la diligencia de ordenación de 22
de marzo de 2000; e indica que, si era tan obvio que
dicho Auto no concedía término para la personación,
la Sala de Sevilla debió resolver su inadmisión y la devo-
lución del escrito, señalando primero que no era la com-
petente, y segundo, que no era aún tiempo hábil con-
veniente para realizar dicha personación.

Por último, sostiene el recurrente que las Salas de
lo Contencioso-Administrativo, tanto la de Sevilla como
la de Granada, debieron advertirle del defecto formal,
pues el derecho a la tutela judicial efectiva impone la
advertencia tempestiva de los defectos formales que
pueden ser subsanados, máxime cuando tal inobservan-
cia (si se considera que la personación se efectuó antes
de tiempo) fue provocada en realidad por los propios
órganos judiciales, sin haber sido ni deliberada ni volun-
taria. Concluye sosteniendo que las decisiones judiciales
objeto del amparo que se solicita no sólo aplican con
excesivo rigor formalista el principio de improrrogabi-
lidad de los plazos, sino que lo hacen de forma arbitraria,
pues el mismo viene establecido como prohibición de
prorrogar los plazos, de aplazarlos, nunca de adelantar-
los, cuando, personándose, el demandante ha creído
cumplir el término concedido.

La demanda termina con la súplica de que «se otorgue
el amparo y [se] declare la nulidad de los Autos de 22
de mayo de 2000 y 19 de septiembre de 2000, dictados
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Granada,
Sección Segunda, en el recurso núm. 1072/00, pro-
cediendo a reconocer y restablecer el derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva del artículo 24 de
la Constitución Española, y [se] acuerde cuanto en dere-
cho sea necesario para la ejecución de dicha decla-
ración».

4. La Sala Segunda admitió a trámite el recurso de
amparo por providencia de 22 de julio de 2002. En
aplicación de lo establecido en el art. 51 LOTC se recabó
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, sede de Granada, Sec-
ción Segunda, la remisión del testimonio del recurso
núm. 1072-2000, así como el emplazamiento a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, con excepción
del recurrente en amparo, para que pudieran comparecer
en el presente recurso.

5. El Letrado de la Junta de Andalucía presentó
escrito en fecha 17 de septiembre de 2002 solicitando
se le tuviera por comparecido y parte en representación
de la expresada Junta. Por diligencia de ordenación de
26 de septiembre de 2002 se tuvo por personado y
parte al Letrado de la Junta de Andalucía, en represen-
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tación de la misma, y asimismo se acordó dar vista de
las actuaciones recibidas a las partes personadas y al
Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte días, al efec-
to de que pudieran presentar las alegaciones que esti-
maren pertinentes, conforme establece el art. 52.1 LOTC.

6. El Letrado de la Junta de Andalucía dedujo ale-
gaciones en escrito presentado el 23 de octubre
de 2002. Manifiesta que los Autos del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía que se impugnan son perfec-
tamente ajustados a Derecho, sin que la pretendida inde-
fensión haya sido causada por ellos, sino por una poco
diligente actuación de la parte demandante de amparo.

Señala dicha parte que el emplazamiento no se pro-
dujo hasta la diligencia de ordenación de 22 de marzo
de 2000 y que el plazo para realizar la comparecencia
empezó, conforme al art. 303 de la Ley de enjuiciamiento
civil a la sazón vigente, en relación con la disposición
final primera LJCA de 1998, el día siguiente a la noti-
ficación de esa diligencia, siendo los plazos improrro-
gables, conforme al art. 306 de dicha Ley de enjui-
ciamiento.

Además invoca la STC 75/1993 y las allí citadas,
que recogen como doctrina pacífica que el cómputo de
los plazos procesales es cuestión de legalidad ordinaria
y en el cual no debe interferir este Tribunal, a no ser
que en el cómputo que conduce a la inadmisibilidad
del proceso sea apreciable un error patente, fundamen-
tación irrazonable o arbitraria, o se haya utilizado un
criterio interpretativo desfavorable para la efectividad del
derecho a la tutela judicial. No estando el caso en nin-
guno de estos supuestos es procedente denegar el ampa-
ro solicitado.

7. El recurrente, mediante escrito presentado el 24
de octubre de 2002, dio por reproducidas íntegramente
las alegaciones y peticiones contenidas en la demanda
de amparo.

8. El Ministerio Fiscal, por escrito de 28 de octubre
de 2002, formuló sus alegaciones. Recuerda la reiterada
doctrina de este Tribunal, contenida, entre otras, en la
STC 77/2002, relativa al acceso a la jurisdicción como
una de las proyecciones del derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva, y recuerda también la doctrina
del Tribunal según la cual el cómputo y apreciación de
los distintos términos y plazos procesales corresponde
ab initio a los órganos judiciales (art. 117.3 CE).

A la luz de dichas doctrinas analiza los Autos impug-
nados. Afirma, al efecto, que los argumentos utilizados
por éstos «son dos, aunque sostenidos separadamente».
Así, señala que el primero de los Autos, de 22 de mayo
de 2000, se dictó sin haber tenido noticia la Sala del
escrito de personación presentado por la parte en la
Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en Sevi-
lla; dicho Auto declaró desierto el recurso y acordó el
archivo «por considerar que la parte actora no había
presentado su escrito de personación en plazo». Ahora
bien, una vez que el recurrente puso de manifiesto en
el recurso de súplica que había sido presentado dicho
escrito de personación en la sede de Sevilla, el segundo
Auto, de fecha 19 de septiembre de 2000, desestima
el recurso «destacando que el mismo fue presentado
antes de que comenzara a transcurrir el término del
emplazamiento», esto es, el 8 de marzo, fecha anterior
a la del emplazamiento, que se había acordado por dili-
gencia de ordenación de 22 de marzo.

De los hechos que anteceden resulta, al entender
del Ministerio Fiscal, que se ha producido una efectiva
indefensión al recurrente, ya que éste había orientado
su recurso de súplica «a la impugnación del razonamien-
to expuesto en la inicial resolución que acordaba desierto

el recurso por no haberse personado dentro del término
del emplazamiento y no a una cuestión que surge ex
novo cuando el Tribunal dicta su segundo Auto afirman-
do que la razón de inadmitir a trámite el recurso se
debió, no a que hubiera dejado transcurrir el plazo, como
se decía en el anterior Auto, sino a haberlo presentado
antes de que comenzara a transcurrir el mismo, tesis
ésta de la que no pudo defenderse en la instancia».

Asimismo entiende el Ministerio Fiscal que la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de Granada «se ha
mostrado con un rigor excesivo y desproporcionado a
la efectividad del derecho a la tutela del recurrente, ya
que ha privado del acceso a la jurisdicción a la parte
con el argumento de que el escrito de personación fue
presentado antes del término del emplazamiento, sin
haber tenido en cuenta las circunstancias del caso».
Señala, al efecto, que, aunque la parte recurrente debió
aguardar a la firmeza de la decisión del Juzgado de inhi-
birse a favor del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, también resulta evidente que, confiada en la regla
de la ejecutividad general del art. 79.1 LJCA, hizo patente
su voluntad de personarse ante el órgano al que se
habían remitido las actuaciones. En relación con ello,
insiste en que «no nos hallamos en el habitual supuesto
de dejar transcurrir los plazos procesales, como ponía
de manifiesto el inicial Auto de la Sala acordando el
archivo, sino más bien en el caso contrario, es decir,
en el caso de tener que enjuiciar la presentación de
un escrito de personación antes de que hubiera comen-
zado a correr el término del emplazamiento».

A partir de los hechos y consideraciones anteriores,
entiende el Ministerio Fiscal que el desproporcionado
rigorismo «no se localiza en el hecho mismo de haber
fundamentado el incumplimiento del presupuesto pro-
cesal del término del emplazamiento por anticipación
a la fecha de inicio del plazo», pues la delimitación de
éste no puede quedar sujeta a la voluntad de las partes,
sino que ha de hacerlo el órgano judicial interpretando
la Ley aplicable; y afirma que dicho rigorismo se advierte
en el hecho de que «la Sala no haya ponderado en su
resolución el factor singular de este caso, como es el
de que la parte se hubiera apoyado en la vigencia general
del art. 79.1 LJCA». Y añade que si entendía que los
intereses de la justicia prevalecen sobre la efectividad
del derecho de acceso a la jurisdicción, debería haber
explicitado en su resolución las razones que le llevaron
a la inadmisión.

Concluye el Ministerio Fiscal afirmando que, al no
constar la existencia de tal ponderación y al no haber
tenido en cuenta las circunstancias particulares de este
caso, se ha producido la vulneración del derecho fun-
damental del recurrente. Como consecuencia de ello inte-
resa el otorgamiento del amparo, el reconocimiento al
recurrente de su derecho a la tutela judicial efectiva y
a no sufrir indefensión, y la anulación de los Autos recurri-
dos en amparo, «debiéndose retrotraer las actuaciones
al trámite procesal oportuno para que, con respeto al
derecho fundamental a la tutela judicial de la parte, [se]
conceda nuevo término de emplazamiento al recurrente
para que pueda personarse en las actuaciones».

9. Por diligencia de ordenación de 26 de noviembre
de 2002 se concedió un plazo de cinco días al recurrente
para que indicara la resolución que, en su caso, hubiera
recaído sobre su escrito presentado en la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía, con sede en Sevilla, el 23 de mayo
de 2000. Mediante escrito presentado el 5 de diciembre
de 2002 la representación procesal del recurrente mani-
festó que el escrito de 23 de mayo no había sido proveído
y que actualmente se halla en trámite el recurso con-
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tencioso-administrativo núm. 351-2001 ante la Sección
Segunda de la Sala con sede en Granada, que «tiene
por objeto la impugnación de actos administrativos dic-
tados en la ejecución forzosa de la resolución sancio-
nadora cuya impugnación en vía contencioso-adminis-
trativa se impidió a mi representado por las decisiones
judiciales, archivo y desestimación del recurso de súplica,
objeto del amparo solicitado». Por diligencia de orde-
nación de 12 de diciembre de 2002 se acordó unir a
las presentes actuaciones el anterior escrito y documen-
tos presentados por la representación procesal del
recurrente y hacer entrega de copia de los mismos al
resto de las partes personadas y al Ministerio Fiscal.

10. Por providencia de fecha 6 de febrero de 2003
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia el día 10 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se dirige contra los Autos
de 22 de mayo y 19 de septiembre de 2000, dictados
ambos por la Sección Segunda de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, con sede en Granada, en el recurso núm.
1072-2000.

El primero de dichos Autos (amén de aceptar la com-
petencia para el conocimiento del recurso, que había
declarado a su favor el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. 9 de Madrid en Auto de 21 de enero
de 2000, confirmado en súplica por el Auto de 28 de
febrero siguiente) acordó el archivo de las actuaciones
ya que, como argumenta en su razonamiento jurídico
único, las partes (y más quien ahora recurre en amparo,
entonces recurrente en lo contencioso) habían «dejado
transcurrir para personarse ... el término que les fue
concedido».

El Auto de 19 de septiembre de 2000 desestima
el recurso de súplica interpuesto contra el anterior. En
el recurso de súplica había alegado el recurrente que
se había personado ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, con sede en Sevilla, el día 8 de marzo (último
de los treinta días siguientes a la notificación del Auto
de 21 de enero de 2000, siendo además ese día cuando
se le notificó el Auto de 28 de febrero). Argumenta la
Sala en el razonamiento jurídico primero que lo relevante
para el archivo no era que la personación se hubiera
efectuado ante la Sala de Sevilla, sino el «no haberse
personado... dentro del plazo de los treinta días con-
cedidos para ello; sin que pueda admitirse como válida
la personación efectuada ante la Sala de Sevilla el día
8 de marzo, es decir, antes de que se efectuase el referido
emplazamiento pues, como se decía en el Auto recurrido,
los plazos han de observarse con rigor y, por tanto, las
actuaciones procesales de las partes han de efectuarse
en el momento oportuno y no cuando se crea conve-
niente». Resta señalar que el emplazamiento se había
acordado por diligencia de ordenación de 22 de marzo
de 2000, notificada el día 27 del mismo mes.

2. El demandante denuncia la vulneración de su
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en
su vertiente de derecho de acceso a la jurisdicción.

Entiende el demandante que la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, sede de Granada, interpreta de forma extre-
madamente rigurosa los requisitos formales, aplicando
una causa de inadmisión del todo inexistente. Aduce
que la personación ante este órgano judicial tuvo lugar
en tiempo, dada la ejecutividad de los emplazamientos
contenidos en los Autos de 21 de enero de 2000 y
de 8 de marzo de 2000 del Juzgado de lo Contencio-

so-Administrativo núm. 9 de Madrid, visto el tenor del
art. 79.1 LJCA y teniendo en cuenta, por otro lado, que
la personación se data en el mismo día en que al recurren-
te se le notifica esta última decisión judicial.

Afirma que si bien es cierto que el actor compareció
equivocadamente ante la sede del Tribunal en Sevilla
el defecto habría sido inducido por el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo, que no había especificado
en ningún momento a qué Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía habían de remitirse las actuaciones. Aduce asimis-
mo que tampoco era oportuna una nueva personación
tras la notificación de la diligencia de ordenación de
22 de marzo de 2000 y que, dadas las circunstancias,
las Salas de Sevilla y de Granada debieron advertirle
del posible defecto formal, como subsanable y no deli-
berado que era.

Se produjo además, a su entender, un cambio radical
en la fundamentación del acuerdo de archivo del segun-
do Auto, el de 19 de septiembre, respecto del Auto de
22 de mayo, causante de indefensión a la parte.

Y afirma, por último, que si ha de estimarse que la
personación se efectuó antes de tiempo, la sanción de
tal defecto procesal no puede ser la más grave, aparte
el hecho de que el órgano judicial aplica con rigor for-
malista y arbitrariedad el principio de improrrogabilidad
de los plazos, pues el mismo no establece como pro-
hibición la de adelantarlos, cuando el demandante, per-
sonándose, ha creído cumplir el término concedido.

3. El Ministerio Fiscal se suma a la pretensión de
amparo. Como con más detalle se explica en el ante-
cedente octavo de esta Sentencia, considera el Minis-
terio público que el Auto que confirma el archivo del
proceso ha generado una efectiva indefensión a la parte
al modificar el eje central de sus argumentos desesti-
matorios, pues el recurrente había orientado su recurso
de súplica en el sentido de impugnar el razonamiento
expuesto en el primer Auto, de fecha 22 de mayo de
2000, y no para defenderse en relación con la cuestión
que surge ex novo cuando la Sala dicta su segundo
Auto. Asimismo estima que las resoluciones judiciales
impugnadas han mostrado un rigor excesivo y despro-
porcionado para la efectividad del derecho del art. 24.1
CE, pues si bien entiende que el recurrente debió aguar-
dar a la firmeza de la decisión de inhibición del Juzgado
se echa de menos una justificación de la inadmisión
a partir de la necesaria ponderación de los derechos
e intereses concurrentes así como de las circunstancias
particulares del caso, en especial de la actuación de
la parte, quien hizo patente su voluntad de personarse
ante el órgano judicial al que se habían remitido las
actuaciones, confiada en la regla general de la ejecu-
tividad del art. 79.1 LJCA.

El Letrado de la Junta de Andalucía, por su parte,
se opone al amparo, considerando que ha habido una
negligente actuación del demandante, dado que el
emplazamiento no se produjo hasta que se cumplimentó
la diligencia de ordenación de 22 de marzo de 2000,
de modo que el plazo para realizar la comparecencia
empezaba a computarse al día siguiente de la notifi-
cación de aquélla. Invoca nuestra doctrina según la cual
el cómputo de los plazos procesales es cuestión de lega-
lidad ordinaria, en la que no debe interferir este Tribunal,
sin que en este caso concurra error patente, arbitrarie-
dad, fundamentación irrazonable o exista un criterio
interpretativo desfavorable para la efectividad del dere-
cho a la tutela judicial.

4. Pasamos a continuación a examinar si se ha pro-
ducido la lesión denunciada del derecho del demandante
de amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) en
su vertiente de derecho de acceso a la jurisdicción. En
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primer lugar analizaremos si se ha producido tal lesión
por el denunciado rigor formalista y desproporcionado
en la interpretación y aplicación de los requisitos for-
males para la personación en el recurso contencioso-ad-
ministrativo. Sólo en el caso de que se diese una res-
puesta negativa a tal cuestión se pasaría a analizar si
se ha causado indefensión por el denunciado cambio
en la fundamentación del acuerdo de archivo, que se
dice operó entre el primero y el segundo de los Autos
recurridos.

Es doctrina reiterada de este Tribunal que el derecho
a la tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24.1
CE comporta como contenido esencial y primario el de
obtener de los órganos jurisdiccionales integrantes del
Poder Judicial una resolución razonada y fundada en
Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportuna-
mente deducidas por las partes (por todas, STC
172/2002, de 30 de septiembre, FJ 3). No obstante,
también hemos indicado que, al ser un derecho pres-
tacional de configuración legal, su ejercicio y dispen-
sación están supeditados a la concurrencia de los pre-
supuestos y requisitos que haya establecido el legislador
para cada sector del ordenamiento procesal (SSTC
252/2000, de 30 de octubre, FJ 2; 60/2002, de 11
de marzo, FJ 3; 143/2002, de 17 de junio, FJ 2), por
lo que el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface
igualmente cuando los órganos judiciales pronuncian
una decisión de inadmisión, apreciando razonadamente
en el caso la concurrencia de un óbice fundado en un
precepto expreso de la Ley que a su vez sea respetuoso
con el contenido esencial del derecho fundamental
(SSTC 48/1998, de 2 de marzo, FJ 3; 77/2002, de
8 de abril, FJ 3).

En consecuencia, las decisiones judiciales de cierre
del proceso son constitucionalmente asumibles cuando
respondan a una interpretación de las normas legales
que sea conforme con la Constitución y tengan el sentido
más favorable para la efectividad del derecho fundamen-
tal (SSTC 39/1999, de 22 de marzo, FJ 3; 259/2000,
de 30 de octubre, FJ 2), dada la vigencia aquí del prin-
cipio pro actione. El criterio antiformalista sin embargo
no puede conducirnos a prescindir de los requisitos que
se establecen en las leyes que ordenan el proceso en
garantía de los derechos de todas las partes (STC
64/1992, de 24 de abril, FJ 3), ni tampoco la ambigua
denominación de aquel principio debe entenderse como
la forzosa selección de la interpretación más favorable
a la resolución del problema de fondo de entre todas
las posibles que la regulan (SSTC 195/1999, de 25
de octubre, FJ 2; 3/2001, de 15 de enero, FJ 5;
78/2002, de 8 de abril, FJ 2).

Hemos dicho además que los cánones de control de
constitucionalidad se amplían cuando se trata del acceso
a la jurisdicción, frente a aquellos supuestos en los que
ya se ha obtenido una primera respuesta judicial (SSTC
58/2002, de 11 de marzo, FJ 2; 153/2002, de 15
de julio, FJ 2). Ello impide determinadas interpretaciones
y aplicaciones de los requisitos legales que «por su rigo-
rismo, por su formalismo excesivo o por cualquier otra
razón revelen una clara desproporción entre los fines
que las causas de inadmisión preservan y los intereses
que sacrifican (por todas, STC 252/2000, de 30 de octu-
bre, FJ 2)» (STC 203/2002, de 28 de octubre, FJ 3).

Dado que el tema que nos ocupa se centra en torno
a los presupuestos temporales de los actos procesales,
es oportuno recordar que, como hemos dicho reitera-
damente, el cómputo de los plazos procesales es una
cuestión de mera legalidad ordinaria que, no obstante,
puede adquirir una dimensión constitucional cuando la
decisión judicial suponga la inadmisión de un proceso
o de un recurso o la pérdida de un trámite u oportunidad

procesal para la parte con entidad suficiente para pro-
ducir indefensión, siempre que tal decisión responda a
un cómputo en el que sea apreciable error patente, fun-
damentación insuficiente, irrazonable o arbitraria, o se
haya utilizado un criterio interpretativo desfavorable para
la efectividad del derecho a la tutela judicial (SSTC
1/1989, de 16 de enero, FJ 3; 322/1993, de 8 de
noviembre, FJ 3; 133/2000, de 16 de mayo, FJ 3;
155/2002, de 22 de julio, FJ 3).

5. Para comprobar si, efectivamente, se ha produ-
cido la denunciada lesión del derecho a la tutela judicial
debemos proceder al examen de las actuaciones judi-
ciales.

Dichas actuaciones comienzan cuando el solicitante
de amparo deduce demanda ante los Juzgados de lo
Contencioso-Administrativo de Madrid contra una reso-
lución sancionadora de la Junta de Andalucía, demanda
que, tras su reparto, se asigna al Juzgado núm. 9. Este
órgano judicial declara su incompetencia objetiva y terri-
torial, y defiere el conocimiento del proceso a la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, sin más concreción, mediante
Auto de 21 de enero de 2000, que dispone la remisión
de las actuaciones «firme que sea esta resolución, previo
emplazamiento de las partes por treinta días». El
recurrente interpone recurso de súplica contra el Auto
de inhibición y el recurso se desestima por Auto de 28
de febrero de 2000, que alude igualmente a un ulterior
emplazamiento de las partes ante aquel Tribunal Supe-
rior de Justicia. No obstante, sin esperar al emplaza-
miento y en la misma fecha en que es notificado del
Auto desestimatorio de la súplica (y asimismo dentro
de los treinta días siguientes a la notificación del Auto
de 21 de enero), el recurrente presenta escrito de per-
sonación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede
en Sevilla. Finalmente, una posterior diligencia de orde-
nación de 22 de marzo de 2000 del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo de Madrid dispone emplazar a
las partes a fines de comparecencia en treinta días —con-
tados desde la notificación, que se produjo el 27 de
marzo— ante el Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, también sin más concreción.

Como quiera que las actuaciones procesales se
habían remitido a la sede en Granada de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, y dado que el emplazado no había
comparecido ante dicho órgano judicial, éste dicta Auto
el 22 de mayo de 2000 en el que, amén de aceptar
la competencia, declara el archivo de las actuaciones.
El recurrente, tras ser notificado de esta resolución judi-
cial, interpone contra la misma recurso de súplica, que
se resuelve por el Tribunal Superior de Justicia en sentido
desestimatorio por Auto de 19 de septiembre de 2000.
Estos dos Autos son los recurridos en amparo y de su
contenido ya se ha hecho relación en el antecedente
segundo y en el fundamento jurídico primero de esta
Sentencia.

6. A este Tribunal corresponde un enjuiciamiento
desde la óptica constitucional. Por ello conviene precisar
que las cuestiones que plantea el demandante, atinentes
a la ejecutividad de los Autos de inhibición impugnados
en súplica y a la necesidad o no de un ulterior empla-
zamiento de las partes ante el órgano judicial designado
en aquellas resoluciones como el competente, son temas
de interpretación de la legalidad ordinaria cuya resolu-
ción, con carácter general, está atribuida por mandato
del art. 117.3 CE a los órganos integrados en el Poder
Judicial. Como tales fueron examinadas por el Juzgado



98 Miércoles 5 marzo 2003 BOE núm. 55. Suplemento

y por el Tribunal ante los que se sustanció el proceso
contencioso-administrativo, resolviéndose como consta
en las actuaciones, en un sentido que carece de mácula
de irrazonabilidad, arbitrariedad o error patente, desde
la que pudiera derivarse relevancia constitucional. Por
otra parte tampoco merece reproche el aserto contenido
en el Auto de 19 de septiembre de 2000 de que «las
actuaciones procesales han de efectuarse en el momento
oportuno y no cuando se crea conveniente», pues res-
ponde a la general exigencia de temporaneidad de los
actos procesales, requisito legal respetuoso del art. 24.1 CE.

En consecuencia, la actuación procesal del deman-
dante en momento intempestivo puede ser tenida, en
principio, por irregular. El problema constitucional radica
en si el órgano judicial ponderó adecuadamente, desde
el canon del derecho de acceso al proceso, la entidad
del defecto advertido y su incidencia en la consecución
de la finalidad que se persigue por la norma infringida,
así como la trascendencia para las garantías procesales
de las demás partes y la voluntad y grado de diligencia
procesal apreciada en orden al cumplimiento del requi-
sito procesal omitido o irregularmente observado (SSTC
195/1999, de 25 de octubre, FJ 2; 193/2000, de 18
de julio, FJ 3; 45/2002, de 25 de febrero, FJ 2). Por
lo tanto habremos de preguntarnos si puede reputarse
como proporcionada la negativa consecuencia de pér-
dida del proceso ante el hecho de la personación anti-
cipada del ahora recurrente en amparo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo con sede en Sevilla.

7. Antes de responder a dicha cuestión es oportuno
recordar que el Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo núm. 9 de Madrid en ningún momento indicó cuál
fuera la Sala de dicho orden jurisdiccional (de las tres
pertenecientes al Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía) ante la que las partes habían de comparecer y
personarse, y que luego resultó ser la que tiene su sede
en Granada. En efecto, tanto en los Autos entonces
recurridos (de 21 de enero y 28 de febrero de 2000)
como después, en la diligencia de emplazamiento, se
refirió el Juzgado genéricamente, sin expresión de sede,
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía. Así pues existe una
irregularidad en la actuación procesal del órgano judicial,
al menos en la expresada diligencia de emplazamiento,
cuya relevancia no puede desconocerse puesto que, de
haberse señalado la sede del órgano competente, el aho-
ra recurrente en amparo habría tenido la oportunidad
de completar su actuación inicial (personación anticipada
en Sevilla) con la personación en plazo ante el órgano
judicial de Granada.

En este sentido, ya el Auto de 22 de septiembre
de 2000, resolutorio del recurso de súplica, se refiere
expresamente a la «imprecisión de la diligencia de orde-
nación dictada en fecha 22 de marzo de 2000 por el
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 9 de
Madrid, en la que se acordaba el emplazamiento de las
partes ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
pero sin especificar ante cuál de sus tres Salas debió
hacerse».

En todo caso es conveniente señalar, a este respecto,
que tal imprecisa designación, que denota una actuación
procesal irregular del órgano judicial de Madrid en cuan-
to al emplazamiento, no fue tenida en cuenta por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada en
las resoluciones que ahora se impugnan, dictadas des-
pués de que se recibieran las actuaciones practicadas
en el Juzgado de Madrid. En efecto, en primer lugar,
ninguna referencia se hace a tal irregularidad en el pri-
mero de los Autos, de 22 de mayo de 2000; y, en segun-
do lugar, la Sala no da relevancia a dicha irregularidad

en el Auto de 19 de septiembre de 2000, al considerar
que lo decisivo es el hecho de la no personación sub-
siguiente al emplazamiento «ante alguna de dichas [tres]
Salas».

8. Procede pasar ya a dar respuesta a la cuestión
formulada. Pues bien, tal respuesta ha de ser negativa,
dada la sanción máxima (no acceso a la jurisdicción)
que se hizo derivar de la personación anticipada.

Para ello basta tener en cuenta tanto la finalidad últi-
ma atribuible a la personación impuesta tras una decla-
ración judicial de incompetencia objetiva como las cir-
cunstancias concurrentes en el caso, en especial —según
se acaba de razonar en el anterior fundamento jurídico—
la imprecisa designación por el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo del órgano judicial competente ante
el que habían de comparecer y personarse las partes.

Y en relación con ello es obligado destacar además
la inequívoca voluntad del recurrente de mantenerse en
su acción. No habiéndose desdicho de lo manifestado
anticipadamente en el escrito de personación, la exigen-
cia de la presentación de otro escrito reiterando su volun-
tad dentro del plazo, y a este exclusivo fin, puede tenerse
como redundante, siendo razonable interpretar, en el
sentido finalístico del art. 24.1 CE, que su voluntad se
mantuvo hasta el día final del plazo de personación. Si
la imposición de dicho plazo se justifica en la finalidad
de evitar que la voluntad de ejercicio de la acción se
mantenga indefinidamente, con la consiguiente incer-
tidumbre sobre la continuación del proceso, cabe afirmar
que la personación tardía contradice esa finalidad, pero
no cabe, en cambio, predicar lo mismo respecto de la
personación anterior o anticipada, como ya dijimos en
nuestras SSTC 23/1992, de 14 de febrero, 77/1993,
de 1 de marzo, y 40/2002, de 14 de febrero, FJ 9,
en las que se aborda el problema de la personación
prematura desde otro canon del art. 24.1 CE, el del dere-
cho de acceso al recurso.

Por lo expuesto hemos de concluir que no es posible
identificar algún interés o valor jurídico que comporte
una justificación plausible de la sanción máxima de cierre
del proceso contenida en las resoluciones judiciales
impugnadas. En consecuencia, tales resoluciones no
superan el canon constitucional de proporcionalidad que
exige el principio pro actione.

9. Los anteriores razonamientos nos conducen a
considerar que los Autos impugnados de la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en
Granada, que disponen el archivo de las actuaciones,
con la terminación del proceso, han lesionado el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva del recurrente
en amparo, en su vertiente de derecho de acceso a la
jurisdicción, al no haberle tenido como comparecido en
el recurso contencioso-administrativo que se sustanciaba
ante aquel órgano judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ángel Hernán-
dez García, y en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) en
su vertiente de acceso a la jurisdicción.
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2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular
los Autos de 22 de mayo de 2000 y 19 de septiembre
de 2000 de la Sección Segunda de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, con sede en Granada, retrotrayendo las
actuaciones del recurso contencioso-administrativo para
que se dicte una nueva resolución respetuosa con el
derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de febrero de dos mil tres.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

4491 Sala Segunda. Sentencia 28/2003, de 10 de
febrero de 2003. Recurso de amparo
5599-2000. Promovido por don Francisco
Javier García Ruiz frente a la Sentencia de
la Audiencia Provincial de Barcelona que, en
apelación, dispuso el cumplimiento de la
medida de internamiento en un centro de
desintoxicación y el resto de la pena impuesta
por delitos de robo con intimidación y uso
de arma.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión (reforma peyorativa): agrava-
ción de la pena para corregir un error del fallo
de instancia sobre sustitución de una pena
de prisión por una medida de seguridad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5599-2000, promovido
por don Francisco Javier García Ruiz, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Paloma Ortiz Caña-
vate y Levenfeld y asistido por el Abogado don Francisco
Soler del Moral, contra la Sentencia de la Sección Segun-
da de la Audiencia Provincial de Barcelona de 5 de sep-
tiembre de 2000, en el procedimiento abreviado núm.
431/99, rollo de apelación núm. 1038-2000, en causa
seguida por delito de robo con intimidación en el Juzgado
de Instrucción núm. 5 de Arenys de Mar. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente don Eugeni Gay
Montalvo, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el 25 de octubre de 2000, y registrado
con núm. 5599-2000, don Francisco Javier García Ruiz
formuló demanda de amparo contra la Sentencia de la
que se hace mérito en el encabezamiento.

2. El presente recurso trae causa en los siguientes
hechos, tal y como se expresa en la demanda y consta
en las actuaciones remitidas:

a) En el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Arenys
de Mar, se siguieron diligencias previas contra el
recurrente y otro.

b) Por Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 2
de Arenys de Mar de 31 de marzo de 2000, el recurrente
fue condenado como autor de un delito de robo con
intimidación y uso de arma de los arts. 237 y 242 del
Código penal (CP), con la circunstancia agravante de
reincidencia del art. 22.8 CP y la circunstancia atenuante
de grave adicción del art. 21.2, en relación con el art.
20.2 CP, a la pena de cuatro años de prisión y accesorias
legales. En la Sentencia se señalaba lo siguiente:

«A tenor de lo establecido en el art. 104 y 99 CP,
las penas de prisión impuestas a los acusados se sus-
tituyen por medida de internamiento en un Centro de
Desintoxicación por tiempo de dos años a cada uno de
ellos, para cuyo cumplimiento comuníquese esta reso-
lución al Departamento de Justicia y Medidas Penales
Alternativas de la Generalitat de Cataluña, quien deberá
dar cuenta trimestral de la evolución y resultado del tra-
tamiento impuesto, apercibiendo a los penados que, de
no cumplir la medida impuesta, ésta se revocará por
las penas de prisión inicialmente impuestas.»

c) Tanto el recurrente como el otro condenado pre-
sentaron sendos recursos de apelación, que fueron con-
siderados presentados en tiempo y forma por providen-
cia del Juzgado de lo Penal de 22 de junio de 2000.
El recurrente solicitaba en su recurso que se revocara
la resolución recurrida en el sentido de aplicar la exi-
mente incompleta de drogadicción del art. 21.1 en rela-
ción al 20.2 CP, así como inaplicar la circunstancia agra-
vante de reincidencia del art. 22.8 CP y apreciando que,
si concurría la circunstancia atenuante de grave adicción
del art. 21.2 en relación con el art. 20.2 CP, se le impu-
siera la pena de prisión de seis meses, la cual podría
sustituirse por medida de internamiento en un centro
de desintoxicación por tiempo de tres meses.

Por diligencia de 21 de julio de 2000, el Juzgado
de lo Penal hizo constar que había transcurrido el plazo
de diez días por el que se dio traslado a las demás partes
personadas de los escritos de formalización de los recur-
sos de apelación, sin que se hubiera presentado escrito
alguno, y elevó los autos a la Audiencia.

d) La Audiencia Provincial de Barcelona, en su Sen-
tencia de 5 de septiembre de 2000, estimó parcialmente
el recurso de apelación interpuesto por el recurrente
y modificó la pena impuesta en el sentido que consta
en su fundamento jurídico sexto:

«por exigencias del principio de legalidad debe corre-
girse la incorrección cometida por el juez a quo en el
fallo de la Sentencia de primera instancia, al disponer
la sustitución de las penas impuestas a los acusados
por la medida de seguridad de internamiento en un Cen-
tro de Desintoxicación por término de dos años, pues
las penas no pueden sustituirse por medidas de segu-
ridad, sino que éstas se impondrán “además de la pena
correspondiente” (art. 104 CP), por lo que una vez cum-
plida la medida de seguridad —cuyo cumplimiento se
abonará para el de la pena impuesta (art. 99 CP)— deberá
cumplirse el resto de la pena impuesta, salvo el supuesto
legalmente contemplado en el art. 99 CP.»

3. En la demanda de amparo se denunciaba la vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión, así como «el régimen de garantías de los recur-
sos» (art. 24.1 CE). Se alegaba al respecto que tales
vulneraciones se habrían producido por cuanto, como
consecuencia del recurso de apelación formulado por
el propio recurrente, se ha visto agravada su condena
dictada por la juez a quo, sin que hubieran apelado ni
el Ministerio Fiscal ni ninguna de las otras partes com-


